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◗ CRIMEN EN AL

Traducción: Jorge Anaya

América Latina es la región
más violenta del mundo.

Más de un millón de personas
murieron a consecuencia de la
violencia criminal en la década
pasada, según el Programa de Na-
ciones Unidas para el Desarrollo
(PNUD). En Honduras, el país
con más asesinatos en el planeta,
la tasa de homicidios en 2012 fue
de 90.4 personas por cada 100 mil
habitantes: una epidemia mortal
que se traduce en 7 mil 500 muer-
tes por año en una ciudad del ta-
maño de Londres (donde la cifra
real en el año fue de 112).  

El crimen letal es sólo parte de
la historia. Los robos casi se han
triplicado en los 25 años pasados,
en contraste con las tendencias en
otros lugares. Si bien existen
enormes diferencias entre países
(y dentro de ellos) en América
Latina los costos del crimen son
altos en todas partes. Algunos de
estos, como los relativos a seguri-
dad y atención a la salud, pueden
cuantificarse; otros son más in-
tangibles. En Chile, uno de los
países más seguros de la región,
casi la tercera parte de los habi-
tantes dicen que sus vecindarios
son afectados por bandas de de-
lincuentes. 

Algunas de las causas de la en-
fermedad del crimen en América
Latina son de raigambre profun-
da: una explosión demográfica de
jóvenes, para empezar, y niveles
obstinadamente altos de desigual-
dad de ingreso. Otras provienen
de fuera de la región: la demanda
de drogas en Estados Unidos y la
oferta de armas desde allá. Pero
existe un culpable más suscepti-
ble de atención: el sistema de jus-
ticia penal de la región. A menudo
los villanos actúan con impuni-
dad. La tasa global de enjuicia-
mientos por homicidio es de 43
por cada cien; en AL es de 24. Las
cárceles están abarrotadas de de-
lincuentes menores, que forman
un albañal de talento en el que las
bandas endurecidas enganchan
nuevos miembros.

Abundan ejemplos de policías
corruptos, tribunales burocráticos
y prisiones infernales; las histo-
rias de éxito son escasas, pero
ofrecen lecciones valiosas. La pri-
mera es alejarse de las políticas de
mano dura, que saturan las cárce-
les y los sistemas judiciales, y
cambiarlas por principios de pre-
vención y rehabilitación. La muy
afamada policía de Nicaragua
ofrece consejos a adolescentes
descarriados; su tasa de homici-
dios es una de las más bajas de
América Latina. La policía de

Colombia, que en el curso de los
años ha mejorado mucho en el
combate al crimen organizado, ha
adoptado un sistema de policía
basado en la comunidad para en-
frentar la criminalidad cotidiana.
Más de la mitad de las prisiones
de la República Dominicana apli-
can un enfoque de estilo escandi-
navo en la educación y la capaci-
tación: las tasas de reincidencia se
han derrumbado.

Una segunda lección es la
importancia del compromiso
político. Las políticas de mano
dura resultan contraproducen-
tes, pero son populares: se nece-
sita temple para adoptar un en-
foque más ‘‘suave’’ hacia el
crimen. Un mejor sistema de
justicia penal también requiere
más dinero y esfuerzo sosteni-
do. A los mal pagados policías
peruanos se les permite doblar
como guardias de seguridad pri-
vados, dentro de un pernicioso
esquema de trabajo 24 por 24;

sería mejor pagar más por una
fuerza de tiempo completo que
no considere el servicio público
como una interrupción de la ta-
rea en la que gana buen dinero.
La coordinación es esencial: los
esfuerzos por echar a las bandas
de favelas específicas en Río de
Janeiro han reducido el crimen,
pero los críticos alegan que los
delincuentes simplemente se
han mudado a otras partes de la
ciudad.

No tan elemental
El tercer elemento del éxito es
institucional: un marco que per-
mita al sistema de justicia penal
operar con independencia, sin
que sus actos dejen de estar su-
jetos a rendición de cuentas. Los
políticos interfieren con dema-
siada frecuencia; un ejemplo re-
ciente es la destitución de Clau-
dia Paz y Paz, intrépida
procuradora general en Guate-

mala. Muy rara vez se llama a
cuentas ante supervisores exter-
nos a policías, fiscales y jueces
que incurren en anomalías. Sólo
en tres países más de la mitad de
la población expresa alguna o
mucha confianza en sus siste-
mas de justicia. El problema del
crimen en América Latina no
puede resolverse si el estado de
derecho no es aplicable a todos
sin distinción.  

Economist Intelligence Unit

LA MANO DURA
NO FUNCIONA

Policías de México, Guatemala, Honduras, El Salvador, Haití y Argentina tomaron parte el pasado 15 de julio de una demostración de acciones antisecues-
tro en la academia de policía de Sibate, cerca de Bogotá  ■ Foto Reuters

Suceso. El 12 de julio terminó una
reunión de negociadores del Acuer-
do Transpacífico (que comprende
Australia, Brunei, Canadá, Chile,
Estados Unidos, Japón, Malasia,
México, Nueva Zelanda, Perú, Sin-
gapur y Vietnam) sin lograr un ca-
lendario definido de cuándo con-
cluirán las pláticas ni dar detalles
sobre nuevas reuniones.

Análisis. Las pláticas más re-
cientes se dieron en Ottawa, capital
canadiense, y no asistieron minis-
tros, pero algunos funcionarios es-
peraban que los negociadores rom-
pieran el estancamiento, causado
en parte por desacuerdos en torno
a la protección de la propiedad in-
telectual y, entre Estados Unidos y
Japón, por los aranceles sobre bie-
nes específicos. La falta de avance
en Ottawa plantea dudas sobre si
podrá concluirse un acuerdo este
año, en particular porque el gobier-

no de Estados Unidos estará con-
centrado en los preparativos de las
elecciones de medio término, que
serán en noviembre. 

Mayores retrasos podrían mi-
nar la credibilidad del primer mi-
nistro japonés Shinzo Abe, quien
ha dado alta prioridad a la conclu-
sión y ratificación del ATP en su
agenda económica. Para el presi-
dente de Estados Unidos, Barack
Obama, representan un punto ne-
gativo en la agenda de política ex-
terior de su segundo periodo en el
cargo, que pone énfasis en los in-
tereses estratégicos y económicos
de su país en Asia-Pacífico. Críti-
cos del pacto creen que se utiliza
para contrarrestar la influencia de
China en la región. 

En Nueva Zelanda, donde ha-
brá elecciones parlamentarias en
noviembre, los políticos han envia-
do mensajes divergentes en cuan-

to a la prontitud con que desean
que avancen las negociaciones. El
gobierno actual preferiría un enfo-
que de vía rápida y ha insinuado
que le gustaría empujar al lado de
Japón para lograrlo. La oposición,
en cambio, ha enfatizado la nece-
sidad de un acuerdo de ‘‘alta cali-
dad’’. El ministro australiano de
comercio, Andrew Robb, ha sido
más escéptico y a principios de ju-
lio predijo que las negociaciones
no se completarán este año. 

La mayoría de los países en
desarrollo, entre ellos Vietnam,
Perú y Chile, serán duros negocia-
dores en materia de propiedad in-
telectual. Temen que una protec-
ción más estricta en el ATP les
dificultaría obtener medicamentos
genéricos baratos, lo cual negaría
a sus ciudadanos el acceso a me-
dicinas que salvan la vida.
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Sigue estancado el ATP

EN ASOCIACIÓN CON INFOESTRATÉGICA www.infoestrategica.com


